Marzo  1983 


CONTROL         J  U  l>  I  <    i   \  i  DE 

l    \        i    < )  \  s  I  I  I  l    (    I  O  N  A  L  I  I)  A  D 
fc  N  \  M  E  R  I  ( ■   \  LATINA 


ftgSSIS!^  >-.,,;  \ 


Ul  \  ISTADE  LA  I  At  ULTAD  1)L  Dl-Rl  «lio 


UNIVERSIDAD  I  RANC  ISCO  MARROQUIN 


(iUAI'l  M ALA.t      \ 


CONSEJO  DE  LA  FACULTAD 
DE  DERECHO  DE  LA  UNIVERSIDAD 
FRANCISCO  MARROQUIN 


DECANO: 

Lie.  Francisco  José  Castillo  Love 

i  o  Augusto  García  N 

Representante  de  Catedráticos: 

Lie.  Guillermo  Lope;  Cordero 

Representante  Estudiantil: 

Br.  Lun  Chacón  Torrebiarte 


INTRODUCCIÓN 

La  Facultad  de  Derecho  de  la  Universidad 
Francisco  Marroquín  ha  considerado  de  suma 
importancia  para  el  momento  actual  de  Guatemala, 
en  su  camino  hacia  una  nueva  organización 
constitucional,  el  promover  en  colaboración  con  el 
Colegio  de  Abogados,  un  ciclo  de  conferencias  sobre 
temas  de  gran  interés  para  .juristas,  economistas, 
políticos  y  en  general  para  todas  aquellas  personas 
que  desean  participar  en  el  resurgimiento 
constitucional  del  país. 

Uno  de  los  destacados  Conferencistas  será  el 
Sr.  Keith  S.  Rosenn,  abogado  constitucionalista 
norteamericano,  cuyos  conocimientos  de  la  realidad 
latinoamericana  han  originado  una  selecta 
producción  de  obras  de  gran  interés  jurídico  y 
económico  para  nuestros  países. 

Siendo  unajdelas  especialidades  del  Sr.  Rosenn 
el  Derecho  Constitucional  Comparado,  la  Facultad 
de  Derecho  de  la  Universidad  Francisco  Marroquín 
ha  considerado  de  interés  la  publicación  de  uno  de 
los  artículos  del  distinguido  jurista  norteamericano, 
cuyo  título  original  es  "Judicial  Review  in  Latin 
America",  el  cual  fue  traducido  por  la  Lie.  Josefina 
Chacón  de  Machado,  ¡  Catedrática  de  Derecho 
Constitucional  en  esa  Facultad. 
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CONTROL      JUDICIAL      DE      LA 

CONSTITUCIONALIDAD   EN  AMERICA  LATINA 

Autor:  Keith  S.  Rossenn 

Una  región  de  inestabilidad  política  crónica  y  de 
Constituciones  de  corta  vida,  con  tradición  romanista, 
aparecería  como  un  suelo  poco  fértil  para  que 
germinaran  las  semillas  de  "Marbury  v.  Madison".  Sin 
embargo,  todas  las  repúblicas  latinoamericanas,  con 
excepción  de  la  República  Dominicana,  poseen  alguna 
forma  de  control  judicial  de  la  constitucionalidad.  En 
algunos  países  latinoamericanos  tales  controles  no 
han  sido  eficazmente  ¡mplementados,  sin  embargo,  en 
un  considerable  número  de  ellos  el  control  judicial 
constituye  un  elemento  importante  del  "Derecho  en 
Acción". 

Los  procedimientos  para  el  control  judicial  de  la 
constitucionalidad  de  las  leyes  y  decretos  despliegan 
considerable  diversidad  e  ingenuidad  al  tratar  de 
adaptar  una  institución  legal  angloamericana  a  las 
demandas  de  la  cultura  legal  latinoamericana.  Este 
artículo  comparará  la  variedad  de  técnicas  formales 
del  control  judicial  en  los  sistemas  latinoamericanos, 
analizará  el  funcionamiento  de  las  más  importantes  de 
ellas  y  concluirá  con  un  intento  de  explicar  el 
significado  del  control  judicial  de  la 
constitucionalidad  en  Latinoamérica. 
I.      CENTRALIZACIÓN    DEL    PODER   PARA    EL 

CONTROL  JUDICIAL 
LA    CORTE     DE    CONSTITUCIONALIDAD 
"VERSUS"  EL  CONTROL  DEL  PODER  JUDICIAL 
REGULAR: 

Un  reciente  análisis  comparativo  del  control 
judicial  realizado  por  Mauro  Cappelletti,  uno  de  los 
más  distinguidos  tratadistas  en  esta  materia, 
diferencia  entre  los  dos  amplios  sistemas  de  control 
judicial:  "Descentralizado"  y  "Centralizado".  El 
sistema  descentralizado,  cuyo  prototipo  se  encuentra 
en  los  Estados  unidos,  confía  el  poder  de  determinar 
la  constitucionalidad  de  la  Legislación  a  la  actividad 
de  los  tribunales  de  justicia.  El  sistema  centralizado, 
cuyo  prototipo  se  delinea  en  la  Constitución 
Austríaca  de  1920,  restringe  el  ejerciciolde  este  poder 
a  una  Corte  Constitucional  especial. 

Los  dos  sistemas  se  diferencian  no  sólo  en  cuanto 

a  los  órganos  encargados  de  ejercitar  el  poder  de 

control  judicial  sino  también  en  cuanto  a  las  técnicas 

para    plantear    los    cu estionamientos    de 
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inconstitucionahdad  y  en  cuanto  d  ios  efectos 
producidos  por  las  resoluciones  |udiciales  de 
inconstitucionalidad.  El  sistema  descentralizado 
restringe  el  ejercicio  del  control  judicial  a  la 
determinación  de  casos  reales,  concretos,  discutidos 
entre  las  partes  en  el  curso  ordinario  de  cualquier 
litigio  (control  incidental).  El  sistema  centralizado, 
por  lo  menos  en  su  forma  "tipo",  divorcia 
completamentedicho  control  de  los  litigios  ordinarios, 
restringiendo  la  presentación  de  cuestiones 
constitucionales  a  procedimientos  especiales 
realizados  por  varios  órganos  gubernamentales 
directamente  ante  una  Corte  Constitucional  (Control 
Principal) 

Bajo  un  sistema  centralizado,  una  resolución 
judicial  que  califica  de  inconstitucional  a  determinado 
estatuto  legal  tiene  efectos  "erga  omnes"  La  ley  se 
invalida  para  todos,  tal  y  como  si  hubiera  sido 
abrogada  por  una  ley  posterior.  Bajo  un  sistema 
descentralizado,  el  efecto  de  una  determinación  de 
inconstitucionalidad  es  más  complejo.  Técnicamente, 
u»na  declaración  de  inconstitucionalidad  tiene 
únicamente  efectos  "Ínter  partes"  en  un  sistema 
descentralizado,  sin  embargo,  el  principio  de  "Stare 
dec ¡sis"  (acatar  las  decisiones,  observar  los 
precedentes)  y  la  creciente  popularidad  de  las 
"acciones  de  clase",  puede  dar  a  la  resolución  de 
inconstitucionalidad  un  efecto  tan  amplio,  que  se 
aproxime  a  ser  "erga  omnes". 

El  Profesor  Cappelletti  visualiza  el  desarrollo  del 
control  judicial  centralizado  como  una  respuesta  a 
tres  dificultades  esenciales  que  los  países  de  ancestro 
romanista  han  enfrentado  al  tratar  de  ¡mplementar  un 
control  judicial  descentralizado.  En  primer  lugar, 
estos  países  se  han  adherido  en  forma  más  rígida  al 
principio  de  separación  de  poderes:  declarar 
inconstitucional  a  la  Legislación  se  percibe  como  una 
función  política  y  por  tanto  inadecuada  para  el  poder 
judicial  ordinario.  En  segundo  lugar,  estos  países  no 
han  desarrollado  la  doctrina  del  "stare  decisis"  y  por 
ello  cada  persona  afectada  por  una  ley 
inconstitucional  debe  iniciar  su  propia  acción  judicial, 
dando  lugar  así  a  que  se  presenten  opiniones 
conflictivas.  Por  último,  en  los  países  de  tradición 
romanista  el  poder  judicial  no  está  capacitado  para  el 
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ejercicio  del  control  constitucional.  En  estos  países 
las  Cortes  Supremas  tienden  a  ser  grandes  y  difíciles 
de  manejar,  con  múltiples  divisiones.  Sus  miembros 
son  generalmente  jueces  de  carrera  que  carecen  de 
una  amplia  experiencia  política.  Más  aún  esos 
tribunales  tienen  limitaciones  procesales  por  carecer 
del  poder  discrecional  de  rehusar  el  ejercicio  de  la 
jurisdicción. 

Pero  la  gran  mayoría  de  los  países  en 
latinoamérica  no  se  ha  ubicado  dentro  del  campo 
centralizado  o  descentralizado,  sino  por  el  contrario, 
son  curiosos  híbridos  que  reflejan  el  persistente 
modelo  de  los  Estados  Unidos,  las  dificultades  de 
implementar  el  sistema  en  los  países  romanistas  y  las 
especiales  dificultades  de  extender  el 
constitucionalismo  en  el  ambiente  latinoamericano. 

A.  EL  "LOCUS"  DEL  PODER  DEL  CONTROL 
JUDICIAL: 

La  práctica  descentralizada  del  control 
constitucional  encargado  al  organismo  judicial  es 
seguida  sólo  en  cinco  naciones  latinoamericanas: 
Argentina,  Brasil,  El  Salvador,  Venezuela  y  Colombia 
(Colombia  limitadamente  en  cuanto  a  su  extensión). 
México  establece  un  sistema  único  al  conferir  el 
control  judicial  de  la  Constitución  al  poder  judicial 
federal,  pero  lo  niega  a  los  tribunales  estatales. 

El  modelo  centralizado  tiene  sólo  un  Estado 
adherente.  Algunos  países  han  experimentado  con 
tribunales  constitucionales  especíales  pero  sólo 
Guatemala  encarga  actualmente  *a  una  Corte 
Constitucional,  jurisdicción  exclusiva  para  determinar 
la  constitucionalidad  de  la  Legislación. 

La  mayoría  de  los  países  latinoamericanos  se 
encuentran  en  medio  de  los  dos  modelos.  Ocho 
países  -Bolivia,  Chile,  Costa  Rica,  Haití,  Honduras, 
Panamá,  Paraguay  y  Uruguay-  han  confiado  el  poder 
de  controlar  judicialmente  la  constitucionalidad  al 
más  alto  tribunal  del  poder  judicial.  Sin  embargo,  el 
ejercicio  de  ese  poder  es  virtualmente  inexistente  en 
Bolivia,  Haití,  Hondurasy  Paraguay. 

B.  EFECTOS  DE  UNA  RESOLUCIÓN  JUDICIAL 
DE  INCONSTITUCIONALIDAD 

El  efecto  de  una  resolución  judicial  referente  a  la 
mconstitucionalidad  de  una  ley  o  decreto  varía 
considerablemente    en    latinoamérica.     En    cuatro 

*     Constitución    derogada    el    23-3-82. 
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países;  Chile,  Honduras,  Paraguay  y  Uruguay  la 
Constitución  establece  expresamente  que  la 
declaratoria  de  inconstitucionalidad  opera  "Ínter 
partes"  solamente.  En  Costa  Rica,  Guatemala  y 
Panamá,  por  otra  parte,  la  Constitución 
específicamente  establece  que  una  resolución  judicial 
de  inconstitucionalidad  tiene  un  efecto  "erqa  omnes". 

En  otros  países  latinoamericanos  el  problema  es 
más  complejo.  En  Argentina,  como  en  los  Estados 
Unidos,  una  declaración  judicial  de  inconstitucionali- 
dad es  técnicamente  efectiva  sólo  entre  las  partes  que 
han  intervenido  en  el  caso  concreto,  pero  los  argenti- 
nos han  desarrollado  una  doctrina  de  "stare  decisis" 
(respeto  a  los  precedentes)  en  asuntos  constituciona- 
les. Por  ello,  una  decisión  de  inconstitucionalidad 
emitida  por  la  Corte  Suprema  Argentina,  tiende  a 
tener  efectos  "erga  omnes". 

En  la  Legislación  Constitucional  Mexicana  una 
sentencia  de  inconstitucionalidad  afecta  sólo  a  las 
partes.  La  Constitución  específicamente  niega  al 
poder  judicial  la  posibilidad  de  hacer  una  declaración 
general  respecto  a  la  inconstitucionalidad  de  un 
estatuto  legal.  Pero  cinco  decisiones  consecutivas  de 
la  Suprema  Corte  o  de  los  Tribunales  Colegiados  del 
Circuito  establece  jurisprudencia  obligatoria  para  los 
procesos  futuros.  Al  igual  que  en  Argentina,  las 
decisiones  judiciales  que  técnicamente  operan  sólo 
entre  las  partes  pueden  tener  efectos  más  amplios. 

En  Brasil,  El  Salvador  y  Venezuela  el  efecto  de 
una  resolución  judicial  de  inconstitucionalidad 
depende  del  procedimiento  empleado.  En  los  tres 
países  una  resolución  de  este  tipo  dictada  en  procesos 
ordinarios  opera  sólo  "Ínter  partes".  Pero  en  Brasil,  el 
Senado  tiene  obligación  constitucional  de  suspender 
total  o  parcialmente  las  leyes  o  decretos  que  han  sido 
declarados  inconstitucionales  por  decisión  del 
Supremo  Tribunal  Federal  Brasileño.  A  partir  de 
1964  ese  Tribunal  ha  emitido  una  serie  de 
precedentes,  reglas  llamadas  "Súmulas",  que  obligan  a 
los  Tribunales  inferiores.  Como  las  reglas  contenidas 
en  la  "súmula"  son  generalmente  cumplidas,  una 
decisión  del  Supremo  Tribunal  Federal  tiene  un 
efecto  análogo  al  "stare  decisis". 

Brasil,  El  Salvador  y  Venezuela  también  han 
establecido  procedimientos  especializados  a  través  de 
los  cuales  una  acción  puede  ser  iniciada  directamente 
ante  el  más  alto  tribunal  de  la  nación  para  discutir  la 
const  1 1  tucionalidad    de    una    ley.    Llamada 
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"representación"  (representarlo)  en  Brasil  y  "acción 
popular"  en  El  Salvador  y  Venezuela,  estos 
procedimientos  permiten  al  Supremo  Tribunal 
invalidar  una  ley  con  efectos  "erga  omnes".  La 
representación  y  la  acción  popular,  (que  también  se 
utiliza  en  Colombia  y  Panamá),  serán  discutidas 
posteriormente. 

II.     PROCEDIMIENTOS     PARA     ELEVAR 
DISPUTAS  CONSTITUCIONALES 

Los  primeros  redactores  de  las  Constituciones 
Latinoamericanas  estuvieron  prestos  a  incluir  una 
superabundancia  de  garantías  individuales  y  de 
derechos  constitucionales,  pero  fueron  lentos  en 
desarrollar  las  técnicas  por  medio  de  las  cuales  esas 
garantías  y  derechos  podían  ser  implementados. 
Inicialmente,  quizás  se  esperaba  que  con  la 
mera  inclusión  de  ellos  en  la  Constitución,  sería 
suficiente  para  protegerlos  del  abuso  pero 
subsiguientemente  se  demostró,  en  la  mayoría  de  los 
países,  que  tal  pensamiento  era  un  ideal  sin 
esperanzas. 

A.  PROLIFERACIÓN  Y  EVOLUCIÓN  DEL 
"HABEAS CORPUS" 

1   La  experiencia  brasileña. 

La  primera  medida  procesal  utilizada  en  las 
Repúblicas  latinoamericanas  para  la  protección  de  los 
derechos  y  libertades  individuales  fue  el  Habeas 
Corpus,  adquirido  en  1830  de  los  Británicos  por  El 
"Código  Penal  Brasileño".  En  poco  tiempo  los 
brasileños  extienden  el  habeas  corpus  tanto  para 
cubrir  amenazas  a  la  libertad  personal  como  las 
limitaciones  reales  a  la  misma.  Hacia  1891  el 
concepto  brasileño  de  habeas  corpus  había 
evolucionado  en  un  procedimiento  considerablemente 
más  versátil  y  poderoso  para  preservar  las  garantías 
constitucionales,  que  su  antecedente  angloamericano. 

El  Artículo  72  (22)  de  la  Constitución  de  1891,  la 
primera  Constitución  de  la  República  Brasileña 
estatuye: 

"El  habeas  corpus  será  procedente  cuando  un 
individuo  sufra  o  esté  en  inminente  peligro  de 
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sufrir    violencia    o    coerción,    por    causa    de 
ilegalidad  o  abuso  de  poder" 

Al  interpretar  el  concepto  de  ilegalidad  se 
incluyó  en  ella  la  inconstitucionalidad,  lo  que  hizo  del 
habeas  corpus  el  medio  favorito  para  impugnar  la 
inconstitucionalidad  de  leyes  y  decretos.  Esta 
popularidad  fue  resultado  del  procedimiento  rápido  y 
sumario  empleado  en  los  procedimientos  del  habeas 
corpus. 

A  pesar  de  que  los  cuestionamientos 
constitucionales  podrán  realizarse  en  los  litigios 
ordinarios,  el  lento  trámite  de  los  mismos 
decididamente  limitó  su  utilidad  en  la  protección  de 
los  derechos  individuales. 

Hacia  el  año  1920  el  habeas  corpus  era  utilizado 
para  solicitar  la  protección  de  casi  todos  los  derechos 
constitucionales.  Los  jueces  brasileños  lo  otorgaban 
para  proteger  la  libertad  de  expresión  y  de  reunión, 
tanto  como  los  derechos  electorales  y  políticos.  El 
habeas  corpus  era  concedido  aún  para  permitir  a  los 
menores  participar  en  el  carnaval. 

El  flujo  de  casos  de  habeas  corpus  empezó  a 
abrumar  a  los  tribunales  brasileños.  En  1926,  una 
enmienda  constitucional  recortó  la  jurisdicción  de 
habeas  corpus  a  casos  en  los  que  ex  istia  u  na  amenaza 
actual  o  inminente  de  interferencia  en  el  derecho 
individual  de  libre  locomoción.  Pero  a  pesar  de  esta 
reforma  Ios-tribunales  brasileños  tienden  a  interpretar 
muy  ampliamente  el  ámbito  de  aplicación  del  habeas 
corpus. 

2.  La  experienciaperuana. 

El  habeas  corpus  ha  tenido  aún  una  mayor 
expansión  en  Perú;  hasta  1916  estuvo  limitado  al 
confinamiento  ¡legal  de  los  individuos  y  no  existía 
ningún  procedimiento  sumario  para  proteger  otros 
derechos  constitucionales.  En  lugar  de  crear 
procedimientos  alternativos,  como  mandamientos  o 
requerimientos  judiciales  o  el  Amparo,  los  redactores 
de  la  "Abolición  de  la  ley  de  Detención  Preventiva" 
(Perú,  1916)  decidieron  dar  un  paso  más  allá  de  la 
experiencia  brasileña  y  extender  el  habeas  corpus 
hacia  la  protección  de  todas  las  garantías  individuales. 
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La  Constitución  de  1920  lo  restringió  a  la  protección 
del  ámbito  de  la  libertad  corporal  pero  el  concepto  de 
un  habeas  corpus  expandido  fue  reincorporado  por  el 
artículo  69  de  la  Constitución  de  1933  que  establece: 

"Todos  los  derechos  individuales  y  sociales 
reconocidos  por  la  Constitución  serán  protegidos 
mediante  la  acción  del  habeas  corpus". 

El  resultado  fue  bien  resumido  por  el  Profesor 
Cooper: 

"El  habeas  corpus  en  el  sistema  legal  peruano  .  . . 
combina  ahora  aunque  todavía  imperfectamente, 
mucho  del  carácter  del  juicio  de  Amparo  de 
México  y  del  Mandato  de  Seguridad  del  Brasil.  La 
interpretación  legislativa  y  judicial  de  su 
naturaleza  le  ha  dado  por  lo  menos  algunas  de  las 
características  de  los  remedios  ingleses  de 
"Certiorari"  y  "Mandamus"  con  una  mera 
insinuación  del  "Injunction",  como  una 
moderación". 

Así,  el  habeas  corpus  ha  sido  utilizado  en  Perú 
para  propósitos  tan  diversos  como  lo  son  el  prevenir 
el  cierre  de  una  publicación  o  el  desafiar  la  justicia  de 
una  resolución  de  expropiación  de  conformidad  con 
la  Ley  de  Reforma  Agraria. 

Como  los  brasileños,  los  peruanos  encontraron 
peligroso  usar  el  procedimiento  sumario  de  habeas 
corpus  para  proteger  todos  los  derechos  individuales. 
Pero  los  peruanos  no  desarrollaron  una  institución 
procesal  nueva  como  el  "mandamiento  de  seguridad" 
brasileño,  sino  que  subdiv ¡dieron  el  habeas  corpus  en 
dos  procedimientos  separados:  1)  Libertad  corporal, 
que  ha  continuado  como  un  Drocedimiento  sumario 
ante  los  tribunales  penales;  y  2)  Otras  garantías 
constitucionales,  que  se  les  ha  dado  un  procedimiento 
algo  menos  rápido  en  los  tribunales  civiles. 

Una  diferencia  importante  entre  el  habeas  corpus 
peruano  y  el  brasileño  es  el  efecto  de  la  resolución 
dictada  por  el  Tribunal.  En  Brasil,  el  recurso  puede 
ser  utilizado  para  desafiar  la  constitucionalidad  de 
una  ley  en  sí  misma  y  los  tribunales  ocasionalmente 
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han  declarado,  a  través  del  procedimiento  de  habeas 
corpus,  su  inconstitucionalidad.  Mientras  que  en  el 
Perú  sólo  se  puede  utilizar  para  invalidar  la  aplicación 
de  una  ley  o  decreto  en  un  caso  concreto. 

Actualmente,  el  habeas  corpus  en  su  sentido 
tradicional,  algunas  veces  llamado  "Amparo  de  la 
libertad  personal"  o  "Recurso  de  Amparo  de  la 
libertad"  está  expresa  o  implícitamente  garantizado 
en  las  Constituciones  de  todas  las  Repúblicas 
latinoamericanas.  Sin  embargo,  incluirlo  en  la 
Constitución  no  necesariamente  implica  su 
observancia  práctica.  Ejemplos  en  los  cuales  gobiernos 
de  los  países  latinoamericanos  han  fallado  en  honrar 
la  prerrogativa  del  habeas  corpus  son  muchísimos. 
Ciertamente,  en  algunos  países  latinoamericanos,  el 
habeas  corpus  es  suspendido  muy  a  menudo, 
mediante  la  invocación  de  un  estado  de  sitio. 


B.     EL    MANDAMIENTO    DE    SEGURIDAD 
BRASILEÑO 

Varios  años  de  vivir  con  la  forma  más  restringida 
del  habeas  corpus,  que  fue  establecida  por  la  Reforma 
Constitucional  de  1926,  discutida  anteriormente, 
convenció  a  muchos  abogados  brasileños  que  era 
necesario  un  proceso  sumario  para  proteger  los 
derechos  constitucionales  que  no  podían  ya  ser 
incluidos  dentro  del  ámbito  del  habeas  corpus.  Por 
ello,  una  institución  procesal  nueva,  el  "mandamiento 
de  seguridad"  (mandado  de  seguranga)  fue  creada  en 
1934.  Esta  institución  combina  las  características  de 
los  Writs  of  prohibition,  injunction,  mandamusy  quo 
warranto,  anglosajones.  El  mandamiento  de  seguridad 
podrá  ser  iniciado  para  protege^  cualquier  derecho 
que  esté  clara  y  ¡ciertamente  desprotegido  por  el 
habeas  corpus,  por  cualquier  irrespeto  de  la  autoridad 
por  ilegalidad  o  abuso  de  poder. 

El  mandamiento  de  seguridad  encierra  tres 
ventajas  esenciales  de  procedimiento  que  lo  han 
hecho  altamente  útil  para  controlar  las  actividades  de 
las  autoridades: 

1)  Puede  funcionar  positiva  o  negativamente 
como  un  mandato  judicial  que  compela  a  una 
8 


autoridad  a  realizar  o  a  dejar  de  realizar  determinado 
acto.  Anteriormente,  los  tribunales  carecían  del  poder 
de  anular  actos  administrativos;  una  acción  por  daños 
era  ordinariamente  el  único  remedio. 

2)  Es  una  acción  sumaria  que  se  tramita  en  los 
tribunales  con  preferencia  sobre  todas  las  demás 
acciones,  con  excepción  del  habeascorpus  (En  teoría 
sólo  20  días  deben  pasar  desde  la  iniciación  de  la 
acción  hasta  la  fecha  de  la  decisión,  aunque  en  la 
práctica  este  período  se  acerca  generalmente  a  los  3 
meses). 

3)  El  tribunal  puede  emitir  una  prohibición 
preliminar,  tendiente  a  preservar  el  "status  quo".  En 
vista  de  que  las  oportunidades  de  retardo  en  la 
emisión  de  la  resolución  son  numerosas,  tal  orden  es 
frecuentemente  de  enorme  importancia. 

A  diferencia  del  auto  de  habeas  corpus  brasileño, 
el  mandamiento  de  seguridad  no  puede  ser  usado  para 
atacar  a  la  ley  en  sí  misma.  Después  de  ser  concedido 
un  mandamiento  de  seguridad,  la  ley  simplemente  no 
puede  ser  aplicada  a  la  parte  que  utilizó  este  recurso, 
ni  a  las  otras  personas  que  puedan  haberse  unido  a 
ella  en  el  litigio.  Los  que  no  han  sido  partes  deben 
iniciar  su  propia  acción  si  las  autoridades 
administrativas  persisten  en  aplicar  a  ellos  la  ley.  Sin 
embargo,  si  el  Supremo  Tribunal  Federal  envía  al 
Senado  Federal  una  copia  de  su  resolución 
aprobatoria  del  recurso  interpuesto  (del  mandamiento 
de  seguridad)  porque  una  ley  o  decreto  es 
inconstitucional,  el  Senado  tiene  la  obligación 
constitucional  de  suspender  la  vigencia  de  tal  ley  o 
decreto. 


C.     EL  AMPARO  MEXICANO 

La  protección  judicial  de  los  derechos 
constitucionales  se  desenvolvió  en  una  forma  muy 
diferente  en  México.  Su  Constitución  de  1836 
estableció  un  curioso  órgano  de  gobierno  llamado 
"Supremo  Poder  Conservador"  como  guardián  de  la 
Constitución.  Integrado  por  cinco  miembros  elegidos 
por  el  Senado,  el  Supremo  Poder  Conservador  tenía  el 
poder  de  anular  cualquier  ley,  acto  del  ejecutivo  o 
decisión  de  la  Corte  Suprema  que  contraviniera  la 
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Constitución.  También  se  le  dio  el  poder,  bajo  ciertas 
circunstancias,  de  disolver  a  la  Corte  Suprema  y  al 
Congreso.  En  el  caso  de  revolución  el  Supremo  Poder 
Conservador  era  responsable  del  restablecimiento  del 
orden  constitucional.  Pero  el  Supremo  Poder 
Conservador  carecía  de  iniciativa  propia  y  sólo  podía 
actuar  legalmente  si  era  requerido  de  hacerlo  por  una 
de  las  tres  ramas  del  gobierno.  Fue  solicitada  su 
intervención  sólo  cuatro  veces,  ninguna  de  las  cuales 
implicó  una  defensa  a  las  disposiciones 
constitucionales. 

No  se  realizaron  mayores  progresos  en  la 
implementación  de  un  remedio  para  proteger  los 
derechos  constitucionales  hasta  que  se  adoptó  una 
nueva  Constitución  en  1857.  El  aqudo  contraste  entre 
el  éxito  del  control  judicial  en  los  Estadosunidosy  el 
fracaso  en  la  protección  constitucional  en  México 
convenció  a  la  Comisión  redactora  de  la  Constitución 
que  la  preservación  de  los  derechos  constitucionales 
estaba  mejor  encomendada  al  poder  judicial.  Había, 
sin  embargo,  considerable  discusión  sobre  la  forma 
como  el  poder  judicial  debía  proteger  la  Constitución. 
En  lugar  de  adoptar  el  modelo  norteamericano,  los 
mexicanos  crearon  una  institución  legal  original 
llamada  "Amparo"  (literalmente  "soporte"  o 
"protección"),  un  procedimiento  sumario  ante  los 
tribunales  federales  para  proteger  cualquier  derecho 
constitucional.  Los  redactores  de  la  Constitución  de 
1857  buscaron  minimizar  los  aspectos  políticos  o 
legislativos  del  control  judicial  estableciendo  que: 


"El  juicio  de  amparo  sólo  afectará  a  individuos 
particulares,  estando  limitados  a  otorgarles  el 
amparo  y  protección  solicitada  para  un  caso 
particular,  sin  hacer  ninguna  declaración  general 
respecto  a  la  ley  o  acto  sobre  el  cual  se  basa  la 
demanda". 


La  esperanza  era  que  con  el  amparo  operando  de 
esta  manera,  "las  cuestiones  constitucionales  dejarían 
de  ser  incentivos  para  la  insurrección". 

El  amparo  mexicano  es  una  institución  muy 
compleja,  con  muchas  facetas.  Algunas  veces  se  usa 
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como  habeas  corpus;  en  otras  ocasiones  se  asemeja  a 
un  juicio  de  declaratoria  de  inconstitucional idad  o  a 
una  apelación.  Como  el  mandamiento  de  seguridad 
brasileño  el  amparo  está  diseñado  para  ser  un  remedio 
rápido.  La  solicitud  puede  ser  bastante  informal:  una 
comparecencia  personal  del  actor  o  su  representante, 
o  en  una  emergencia  un  llamado  telefónico  o  un 
telegrama  enviado  al  juez  será  suficiente.  El  juez 
entonces  realiza  un  examen  preliminar  de  la  solicitud 
para  ver  si  está  en  orden  y  de  ser  así  notifica  a  la 
autoridad  responsable  solicitándole  su  justificación 
por  el  acto  impugnado  y  fijándole  el  día,  hora  y  lugar 
para  una  audiencia  dentro  de  un  término  no  mayor  de 
30  días.  Aun  cuando  se  supone  que  el  juez  debe 
actuar  dentro  de  las  24  horas  de  recibida  la  solicitud  y 
que  la  autoridad  deberá  justificar  su  actuación  dentro 
de  5  días,  en  la  práctica  estos  breves  plazos  tienden  a 
ser  bastante  elásticos. 

Los  tribunales  están  estrictamente  limitados  al 
conocimiento  de  lo  solicitado  en  la  demanda.  Si  el 
recurrente  manifiesta  que  una  ley  es  inconstitucional 
en  un  aspecto  y  el  tribunal  cree  que  la  ley  sólo  puede 
ser  considerada  inconstitucional  en  otro  aspecto  no 
alegado  en  la  demanda,  el  tribunal  debe  denegar  el 
amparo.  Sin  embargo,  las  deficiencias  en  las  demandas 
pueden  ser  corregidas  libremente,  sobre  todo  las 
concernientes  a  materia  penal,  laboral  o  agraria, 
donde  el  demandante  suele  no  tener  los 
conocimientos  suficientes  y  estar  generalmente  mal 
asesorado. 

El  Amparo  mexicano  se  parece  al  mandamiento 
de  seguridad  brasileño  en  lo  referente  a  la  suspensión 
del  acto  impugnado.  La  Ley  de  Amparo  da  al  juez  el 
poder  de  emitir  un  mandamiento  temporal  de 
suspensión  del  acto,  cuando  de  su  ejecución  pueda 
resultar  un  daño  difícil  o  imposible  de  reparar.  Bajo 
ciertas  circunstancias,  el  recurrente  de  Amparo  debe 
prestar  fianza  o  una  garantía  suficiente  de  los  daños 
que  puedan  resultar  de  dicha  suspensión  provisional. 
Sin  embargo,  el  demandado  puede  dejar  sin  efecto  la 
suspensión  provisional  prestando  una  contragarantía. 
A  diferencia  del  Mandamiento  de  Seguridad,  el 
Amparo  no  se  ejecutará  normalmente  en  contra  de 
actos  gubernamentales  discrecionales  por  abuso  en  la 
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discrecionalidad.  Reciente  ju  risprudencia  ha 
empezado  a  desarrollar  tal  concepto,  pero  la  doctrina 
es  aún  incipiente. 

Hay  realmente  varios  tipos  de  amparo.  Para 
nuestros  propósitos  será  suficiente  su  bd ivid irlo  en  dos 
tipos  básicos,  el  amparo  de  la  legalidad  y  el  amparo 
constitucional. 

1.  El  Amparo  de  la  Legalidad 

El  Artículo  14  de  la  Constitución  Mexicana  de 
1857  da  nacimiento  al  amparo  de  la  legalidad. 
Contenía  un  artículo  moldeado  a  ejemplo  del 
contenido  de  la  quinta  enmienda  de  la  Constitución 
de  los  Estados  Unidos:  "Nadie  puede  ser  juzgado  o 
sentenciado  excepto  por  leyes  anteriores  a  los  hechos 
y  exactamente  aplicadas  a  ellos,  por  el  tribunal 
previamente  establecido  por  la  ley".  Pronto  este 
artículo  se  interpretó  como  estableciendo  el  derecho 
constitucional  a  que  las  leyes  del  país  sean 
correctamente  aplicadadas  al  caso  específico.  La 
Corte  Suprema  Mexicana,  empezó  a  controlar  las 
decisiones  de  los  tribunales  estatales  a  través  del 
amparo,  cada  vez  que  había  una  aplicación  indebida 
de  la  ley  por  parte  de  ellos. 

La  práctica  de  la  Suprema  Corte  engendró 
considerables  discusiones.  No  sólo  le  abrió  las  puertas 
para  controlar  casi  todos  los  casos,  sino  que 
prácticamente  eliminó  el  poder  de  los 
tribunales  efatales  de  interpretar  las  leyes  estatales. 
Toda  discusión  respecto  a  dichas  leyes  era 
prontamente  convertida  en  un  asunto  constitucional 
federal. 

En  la  ConvenciónConstitucional  de  1917  se 
criticaron  los  abusos  judiciales  provocados  por  el 
Artículo  14  mencionado, pero  la  nueva  versión  de 
dicho  artículo  contenía'  lo  siguiente:  "En  juicios 
civiles  las  sentencias  deberán  ser  acordes  a  la  letra  o  a 
la  interpretación  judicial  de  la  ley;  en  ausencia  de  esta 
última  se  basará  en  los  principios  generales  del 
derecho".  Literalmente  este  artículo  aparecería  estar 
reafirmando  el  derecho  constitucional  de  que  todas 
las  decisiones  gubernamentales  deben  ser  realizadas 
correctamente  de  acuerdo  con  la  ley,  y  esa  es 
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precisamente  la  interpretación  que  le  ha  dado  la  Corte 
Suprema  Mexicana.  Así  pues,  ese  alto  tribunal  ha 
continuado  ejercitando  el  poder  de  controlar  las 
resoluciones  de  los  tribunales  estatales  envuelvan  o  no 
problemas  federales.  El  Artículo  14  era  una  forma  de 
apelar  por  la  vía  del  amparo  directo,  las  resoluciones 
de  los  tribunales  estatales  ante  la  Corte  Suprema  en 
cualquier  caso.  (La  forma  persiste  siendo  la  de  una 
acción  original  pero  en  sus  efectos  es  una  apelación). 

Esta  clase  de  amparo  se  conoce  como  "Amparo 
de  la  Legalidad"  y  su  efecto  es  centralizar  la 
interpretación  de  todas  las  leyes  estatales  y  federales 
en  la  Corte  Suprema.  Mientras  la  interpretación  de 
hechos  se  deja  en  manos  de  los  tribunales  estatales, 
todo  cuestionamiento  de  la  ley  es  convertible  en  un 
asunto  constitucional  federal. 

El  amparo  de  la  legalidad  puede  ser  directo  e 
indirecto.  Quien  afirme  que  un  tribunal  estatal  o 
federal  ha  aplicado  incorrectamente  la  ley  en  su 
sentencia,  puede  iniciar  una  acción  de  amparo 
directamente  ante  una  cámara  de  la  Suprema  Corte  o 
ante  El  Tribunal  Colegiado  del  Circuito  más  cercano, 
dependiendo  de  la  severidad  de  la  sentencia,  de  la 
importancia  de  la  misma  o  del  monto  monetario  en 
conflicto.  El  amparo  indirecto  puede  interponerse  en 
contra  de  todas  las  otras  formas  de  ilegalidad  o  de 
injusticia  de  los  actos  de  las  autoridades 
gubernamentales.  Este  tipo  de  amparo  es 
generalmente  interpuesto  para  compeler  a  actuar  o 
para  prevenir  acciones  de  órganos  gubernamentales  no 
judiciales  tales  como  la  policía,  administradores 
públicos,  entidades  fiscales,  aunque  puede  también 
iniciarse  un  amparo  indirecto  contra  un  juez  para 
impugnar  un  acto  ¡legítimo  o  inconstitucional  ajeno 
al  proceso,  tal  como  la  emisión  de  una  orden  de 
captura.  En  lugar  de  iniciar  la  acción  de  amparo 
directamente  ante  una  de  las  cámaras  de  la  Suprema 
Corte,  el  recurrente  en  un  juicio  indirecto  de  amparo 
debe  presentar  su  acción  ante  un  tribunal  federal  del 
distrito.  Las  resoluciones  del  tribunal  del  distrito 
pueden  entonces  ser  apeladas  ante  la  Corte  Suprema  o 
ante  el  Tribunal  Colegiado  del  Circuito. 
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2.  El  Amparo  Constitucional 
(Amparo  contra  leyes): 

La  constitucional  ¡dad  de  ciertas  leyes  incluyendo 
decretos  del  ejecutivo  con  fuerza  de  ley,  pueden  ser 
impugnados  a  través  de  un  amparo  constitucional 
iniciado  ante  los  tribunales  federales  del  distrito.  En 
contradicción  con  el  amparo  de  la  legalidad,  en  donde 
lo  que  se  busca  es  la  corrección  en  la  interpretación  o 
en  la  aplicación  de  la  ley  en  el  caso  planteado,  el 
amparo  constitucional  es  un  ataque  a  la  ley  misma. 
Son  partes  indispensables  en  el  juicio  El  Presidente  o 
Gobernador  que  haya  firmado  la  ley,  la  legislatura 
que  la  emitió  y  los  departamentos  que  la  administran. 
Sólo  las  leyes  consideradas  "de  efecto  inmediato" 
pueden  ser  impugnadas  a  través  del  amparo 
constitucional.  En  general,  son  consideradas  de  efecto 
inmediato  cuando  con  su  sola  promulgación,  sin 
ningún  acto  que  la  ¡mplemente,  y  sin  necesidad  de  su 
aplicación,  impone  una  inmediata  sumisión 
obligatoria  a  todos  sus  términos,  o  cuando  ellas 
establecen  un  grupo  específico  al  cual  se  aplicarán  sus 
términos,  por  ejemplo,  un  decreto  que  imponga  un 
impuesto  a  los  solteros. 

3.  El  Volumen  de  los  Amparos  Mexicanos: 

El  amparo  de  la  legalidad  ha  sido  grandemente 
responsable  de  un  enorme  numero  de  casos 
interpuestos  ante  los  tribunales  federales  mexicanos. 
Su  número  es  sorprendente:  ya  en  1919,  los  casos 
iniciados  ante  la  Corte  Suprema  excedían  los  2,000  y 
en  4  años  había  aumentado  en  más  de  5  veces  a 
12,072  casos.  El  paso  inicial  para  determinar  la 
cantidad  de  este  incesante  aumento  fue 
matemático-división  y  adición.  Una  reforma  en  1928 
dividió  a  la  Corte  Suprema  en  tres  cámaras  (civil, 
criminal  y  administrativa),  y  aumentó  el  número  de 
jueces  de  once  a  dieciséis.  Otra  reforma  en  1934, 
aumentó  una  cuarta  cámara  (Laboral)  e  incrementó  el 
número  de  jueces  a  veintiuno.  Pero  a  pesar  de  esas 
reformas,  para  1946  el  número  de  casos  ante  la 
Suprema  Corte  había  aumentado  a  27,000. 
Posteriores  reformas  fueron  realizadas  en  1957 
cuando  un  número  substancial  de  los  casos  conocidos 
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por  la  Corte  Suprema,  que  excedían  los  20,000  se 
transfirieron  a  los  Tribunales  Colegiados  del  Circuito. 
Hay  también  un  extenso  número  de  casos  de 
amparo  constitucional.  Como  un  resultado  de  las 
enmiendas  a  la  ley  de  amparo  hechas  en  1958,  la 
Suprema  Corte  fue  requerida  para  conocer  "en 
pleno"  de  las  apelaciones  contra  los  amparos 
constitucionales.  La  motivación  para  esta  medida 
parece  haber  sido  el  disgusto  del  gobierno  por  la 
sustancial  cantidad  de  legislación  fiscal  y  económica 
que  había  sido  declarada  inconstitucional  por  la 
cámara  administrativa  de  la  Corte  Suprema.  Este 
tribunal  tenía  pendientes  de  conocer  un  número  que 
sobrepasaba  los  2,000  amparos  constitucionales  y 
sólo  había  resuleto  18  de  ellos  en  1958,  el  resultado 
ha  sido  un  casi  interminable  retardo  para  resolver. 

D.  EL  AMPARO  ARGENTINO 

Hasta  1957  los  tribunales  argentinos  no  contaban 
con  un  recurso  general  contra  los  actos  oficiales 
considerados  inconstitucionales.  La 
inconstitucionalidad  de  las  leyes  y  decretos  podía  ser 
discutida  durante  el  curso  de  un  proceso  ordinario, 
pero  éste  era  a  menudo  muy  lento,  arduo  y  oneroso. 
La  acción  de  habeas  corpus  conocida  en  Argentina 
como  "Recurso  de  Amparo  de  la  Libertad"  dio  una 
protección  más  o  menos  rápida  en  contra  de  las 
restricciones  arbitrarias  a  la  libertad  corporal,  sin 
embargo,  no  existía  ningún  otro  recurso  comparable  a 
éste  para  obtener  una  rápida  protección  a  los  otros 
derechos  constitucionales.  Conocedores  de  la 
dramática  expansión  del  habeas  corpus  en  el  cercano 
Brasil  y  de  la  extraordinaria  versatilidad  del  recurso 
de  amparo  mexicano,  los  abogados  argentinos 
trataron  naturalmente  de  utilizar  al  habeas  corpus 
como  un  proceso  sumario  tendiente  a  prevenir  la 
violación  de  otros  derechos  constitucionales.  Sin 
embargo,  la  Corte  Suprema  Argentina  se  negó  a 
permitir  tal  expansión.  En  1933,  en  el  caso  Vertoto, 
en  el  cual  un  editor  interpuso  el  recurso  de  habeas 
corpus  para  obligar  a  las  autoridades  postales  a  enviar 
por  correo  su  periódico,  la  Corte  Suprema  declaró: 

"Ni  en  la  letra  ni  en  el  esppíritu  ni  en  la  tradición 
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constitucional  de  la  institución  de  habeascorpus 
se  encuentra  base  alguna  para  aplicarlo  a  la 
libertad  de  la  propiedad,  de  comercio,  de 
industria,  de  enseñanza  o  de  transporte  de 
correspondencia 

Intentos  subsiguientes  para  extender  el  habeas 
corpus  se  sucedieron  hasta  1957  pero  tampoco 
tuvieron  éxito. 

Después  del  derrocamiento  de  Perón  en  1955,  la 
Corte  Suprema  estaba  lista  para  reconsiderar  su 
posición.  La  dictadura  de  Perón  había  anulado  a  la 
Corte  al  extremo  que  para  1947  había  residenciado  a 
todos  sus  miembros  menos  a  uno.  Tras  su 
derrocamiento,  el  gobierno  provisional  del  general 
Lonardi  pronto  reemplazó  a  los  funcionarios 
peronistas  por  juristas  de  criterio  independiente.  Es 
muy  probable  que  tantos  años  de  vivir  en  un  régimen 
en  el  cual  la  acción  arbitraria  del  gobierno  era  lo 
común  convenció  a  los  jueces  de  la  necesidad  de  un 
remedio  judicial  rápido  y  efectivo  para  proteger  a  los 
argentinos  de  tales  abusos.  Empezando  con  el  caso 
"Siri",  la  Corte  Suprema  Argentina  empezó  a 
establecer  tal  remedio. 

Como  el  amparo  mexicano  y  el  mandamiento  de 
seguridad  brasileño,  el  amparo  argentino  es  un 
recurso  sumario  que  presupone  una  patente  violación 
constitucional  al  recurrente.  Si  existe  una  cuestión 
seria  "de  hecho"  por  resolver,  el  amparo  no  procede. 
Y,  como  la  "injunction"  angloamericana,  el  amparo 
no  procederá  si  existe  algún  otro  recurso  legal. 
Aunque  como  regla  general,  el  amparo  no  es  el 
procedimiento  adecuado  para  solicitar  la 
inconstitucionalidad  de  una  ley  o  decreto,  la  Corte 
Suprema  argentina  ha  establecido  recientemente  una 
excepción,  en  el  caso  de  ser  manifiestamente 
inconstitucional. 

El  amparo  argentino  difiere  del  amparo  mexicano 
y  del  mandamiento  de  seguridad  brasileño  en  varios 
aspectos  importantes.  El  amparo  argentino  es  un 
recurso  mucho  más  extraordinario  que  los 
procedimientos  mexicanos  o  brasileños.  En  contraste 
con  los  altos  tribunales  mexicanos  y  brasileños  que 
tramitan  varios  miles  de  amparos  y  varios  cientos  de 
mandamientos  de  seguridad  cada  año 
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respectivamente,  la  Corte  Suprema  Argentina  resolvió 
un  promedio  de  sólo  22.5  casos  por  año  de  1957  a 
1967.  A  diferencia  del  amparo  mexicano,  que  es 
utilizado  frecuentemente  en  sustitución  de  la 
apelación,  el  amparo  argentino  no  procede  en  contra 
de  los  actos  judiciales.  Tampoco  procede  para  discutir 
la  validez  de  los  impuestos,  mientras  que  tales 
discusiones  constituyen  una  parte  importante  de  los 
casos  de  amparo  mexicanos  y  de  los  mandamientos  de 
seguridad  brasileños. 

Sólo  en  un  aspecto  el  amparo  argentino  es 
significativamente  más  amplio  que  los  instrumentos 
correspondientes  de  México  y  Brasil:  puede  ser 
utilizado  para  impugnar  los  actos  de  personas 
privadas;  los  recursos  mexicano  y  brasileño  se 
interponen  sólo  contra  la  acción  estatal  como 
establece  la  14  enmienda  de  la  Constitución 
Norteamericana. 

E.  PROLIFERACIÓN  DEL  AMPARO: 

Un  grupo  de  países  latinoamericanos,  además  de 
México  y  Argentina  han  adoptado  el  Amparo  como 
instrumento  para  proteger  las  garantías 
constitucionales.  En  Costa  Rica,  El  Salvador  y 
Panamá,  funciona  como  procedimiento  sumario  para 
proteger  derechos  constitucionales  excluidos  de  la 
protección  del  Habeas  Corpus.  Venezuela  debe/ía  tai- 
vez  ser  incluida  dentro  de  este  grupo,  pero  su  Ley  de 
Amparo  es  confusa.  En  Honduras  y  Guatemala  el 
Amparo  realiza  una  doble  función:  ( 1)  como  recurso 
rápido  para  proteger  los  derechos  individuales 
excluidos  del  Habeas  Corpus  y  (2)  como  medio  e 
asegurar  una  rápida  declaración  judicial  referente  a  la 
¡ nap l  ¡cabilidad  de  la  ley  o  resolución  al  caso 
específico  por  ser  inconstitucional. 

En  cuanto  a. su  forma,  el  amparo  en  Nicaragua  es. 
más  parecido  al  mexicano,  teóricamente  realiza  las 
funciones  de  Habeas  Corpus,  de  protector  de  otros 
derechos  individuales  además  del  de  la  libertad 
corporal  y  de  medio  para  impugnar  la 
inconstitucionalidad  de  leyes  y  decretos  en  el  caso 
concreto.  Nicaragua  también,  en.  teoría,  permite 
utilizar  el  amparo  para  impugnar  la  inconstitucionalidad 
de  la  ley  en  sí  misma. 
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Otros  tres  países  latinoamericanos  adoptaron  el 
Amparo  en  1967,  -al  menos  formalmente-  Bolivia, 
Paraguay  y  Ecuador. 

F.  LA  ACCIÓN  POPULAR 

En  1910  Colombia  instituyó  un  procedimiento 
extraordinariamente  simple  llamado  "acción  popular" 
que  permite  a  cualquier  ciudadano,  (término 
considerado  en  sentido  amplio  al  incluir  a  las 
corporaciones  y  aún  a  los  extranjeros)  sin  considerar 
el  interés  personal  que  pueda  tener  en  el  éxito  o 
terminación  de  los  recursos  administrativos,  iniciar  la 
acción  que  impugne  directamente  la  inconstituciona- 
lidad  de  la  ley  en  sí  misma,  ante  la  Corte 
Suprema  Colombiana,  mediante  la  simple 
presentación  de  un  memorial  en  el  que  se  le  haga 
saber  el  conflicto  que  existe  entre  la  ley  y  la 
Constitución.  El  Procurador  General  deberá  emitir 
opinión  dentro  de  30  días;  sin  embargo,  envista  de 
que  la  acción  popular  no  es  considerada  como 
procedimiento  contencioso,  el  papel  del  Procurador 
es  más  parecido  al  de  un  "Asesor  del  Tribunal"  que  al 
de  una  contraparte. 

La  Acción  se  dirige  directamente  a  la  Cámara 
Constitucional  de  la  Corte  Suprema  para  que  dentro 
de  30  días  emita  opinión.  No  se  presentan  alegatos  o 
argumentaciones  orales  y  la  acción  se  tramitará 
preferentemente  a  las  demás  por  el  tribunal.  La  Corte 
Suprema  conoce  en  pleno  ejerciendo  jurisdicción 
propia  y  exclusiva.  La  Corte  no  está  limitada  por  la 
solicitud  concreta  del  interponente  por  lo  que  si  se 
considera  que  la  ley  es  inconstitucional  por  razones 
diferentes  a  las  expuestas  por  él,  tendrá  la  obligación 
de  invalidar  la  ley.  Si  la  ley  es  declarada 
inconstitucional  los  efectos  de  la  resolución  de  la 
Corte  serán  "erga  omnes".  Sin  embargo, 
técnicamente,  esto  no  significa  la  anulación  de  la  ley 
o  que  los  derechos  adquiridos  bajo  ella  sean 
invalidados.  Simplemente  significa  que  la  ley  no 
puede  ser  impuesta  a  nadie.  La  decisión  de  la  Corte 
no  es  apelable  y  no  podrá  ser  revisada  por  ningún 
procedimiento  posterior. 
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La  Acción  popular  ante  la  Corte  Suprema 
colombiana  se  limita  a  impugnar  cualquier  ley  o 
decreto-ley.  Los  decretos  o  actos  administrativos 
deberán  ser  impugnados  ante  el  Consejo  de  Estado,  el 
máximo  tribunal  administrativo  colombiano. 

Con  pequeñas  modificaciones,  la  acción  popular 
se  ha  extendido  a  El  Salvador,  Panamá  y  Venezuela. 
De  1931  a  1959  Cuba  permitió  el  uso  de  la  acción 
popular,  pero  requería  una  solicitud  firmada  por  25 
ciudadanos  en  lugar  de  una  petición  individual.  Perú 
concede  acción  popular  para  impugnar  la 
inconstitucionalidad  de  decretos  y  regulaciones 
administrativas  (pero  no  de  leyes).  Sin  embargo,  los 
tribunales  peruanos  no  han  permitido  su  uso.  Brasil 
autoriza  esta  acción  para  el  sólo  propósito  de  "anular 
actos  dañinos  al  patrimonio  de  las  entidades 
públicas". 

G.  LA  "REPRESENTACIÓN"  BRASILEÑA 

Brasil  tiene  un  procedimiento  para  impugnar  la 
inconstitucionalidad  de  la  ley  en  sí  misma.  Es  llamada 
"representación"  y  ha  sido  originalmente  usada  como 
un  control  de  las  actuaciones  de  las  legislaturas  de  los 
estados  y  de  los  gobernadores  más  que  para  proteger 
los  derechos  individuales.  Originalmente  esta  acción 
directa  estaba  limitada  a  impugnar  las  leyes  estatales 
que  ofendieran  los  principios  de  la  forma  republicana 
de  gobierno.  Sólo  en  diciembre  de  1965,  como 
resultado  de  una  sugerencia  hecha  por  Víctor  Núñez 
Leal,  miembro  entonces  del  Supremo  Tribunal 
Federal,  fue  extendida  la  "representación"  para 
permitir  la  impugnación  de  "cualquier  ley  federal  o 
estatal  o  cualquier  acto  normativo  . . ." 

La  representación,  sin  embargo,  difiere  de  la 
acción  popular  en  un  importante  aspecto,  la  acción 
popular  puede  ser  iniciada  por  cualquier  ciudad  ano,  la 
representación  sólo  por  el  Procurador  General.  Pero  el 
Procurador  General  es  escogido  por  el  Presidente, 
quien  desde  1964  ha  escogido  al  mismo  de  entre  los 
militares.  La  constitucionalidad  de  las  leyes  y  de  los 
actos  que  los  militares  no  deseen  impugnar  deberá 
ser  impugnada  a  través  de  otro  procedimiento 
distinto  a  la  representación. 
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H.  CONTROL  JUDICIAL  ANTICIPADO 

Además  de  la  acción  popular  y  del  control 
judicial  de  las  leyes  ordinarias,  Colombia  ha  utilizado 
una  tercera  técnica  para  permitir  al  Poder  Judicial  el 
asegurar  la  constitucionalidad  de  la  legislación. 
Cuando  un  proyecto  de  ley  ha  sido  vetado  por  el 
Presidente  con  base  en  su  inconstitucionalidad  parcial 
o  total,  dicho  proyecto  es  enviado  directamente  a  la 
Suprema  Corte  para  que  ésta  conozca  de  los  aspectos 
constitucionales  del  mismo.  La  Corte  deberá  resolver 
dentro  de  6  días  después  de  recibir  opinión  del 
Procurador  General.  Sólo  si  la  Corte  sostiene  la 
constitucionalidad  del  proyecto,  podrá  éste  ser 
promulgado  como  ley.  Esta  técnica  de  control  judicial 
anticipado  fue  introducido  en  Colombia  en  la 
Constitución  de  1886,  la  cual  tomó  la  idea  de  las 
Constituciones  de  Ecuador  de  1869  y  de  1878.  El 
procedimiento  es  usado  actualmente  en  Costa  Rica, 
Ecuador  y  Venezuela. 

De  1970  a  1973  una  variación  de  la  institución 
colombiana  del  control  judicial  anticipado  estuvo 
vigente  en  Chile.  La  Corte  Constitucional  creada  en 
1970  tenía  el  poder  de  determinar,  antes  de  que  se 
convirtieran  en  leyes,  la  constitucionalidad  de  los 
proyectos  de  ley  emitidos  por  el  Congreso  y  los 
decretos  con  fuerza  de  ley  emitidos  por  el  Presidente. 
Esos  proyectos  y  decretos  legitimados  por  la  Corte 
Constitucional  no  podían  ser  declarados 
inconstitucionales  posteriormente  por  la  Corte 
Suprema  y  aquellos  invalidados  por  la  Corte 
Constitucional  no  podían  convertirse  en  ley. 

I.  CONTROL  POR  JURISDICCIONES  ESPECIALES 

Aunque  estrictamente  hablando  no  forman  parte 
del  control  judicial,  hay  ciertas  jurisdicciones 
especiales  operando  en  latinoamérica, 
independientemente  o  semi-independientemente  del! 
Poder  Judicial, i  que  otorgan  considerable  protección 
contra  actos  arbitrarios  o  ilegales  del  gobierno. 
Merecen  ser  mencionadas  dos  de  esas  jurisdicciones 
especiales:  1)  Tribunales  Administrativos  y  2)  La 
Contraloría  General  de  Chile. 
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1     Tribunales  Administrativos 

Algunos  países  sobre  todo  Colombia  y  Uruguay, 
han  adoptado  el  sistema  francés  de  establecer 
tribunales  administrativos  separados  llamados 
"Tribunales de  lo  Contencioso  Administrativo"  En 
Uruguay  los  tribunales  administrativos  tienen  al  poder 
de  confirmar,  suspender  o  anular  actos 
administrativos  ¡legales  o  arbitrarios  aunque  carecen 
del  poder  de  modificar  tales  actos.  Tampoco  tienen  el 
poder  de  juzgar  lo  relativo  a  daños.  Tales  trámites  se 
realizarán  ante  los  tribunales  regulares. 

En  Colombia,  sin  embargo,  los  tribunales 
administrativos  pueden  juzgar  respecto  a  daños  o 
modificar  el  acto  administrativo,  así  como  anularlo, 
confirmarlo  o  suspenderlo.  El  Tribunal 
Administrativo  Colombiano  es  altamente 
desarrollado,  tiene  su  propio  Código  y  generalmente 
ofrece  un  medio  mucho  más  rápido  que  el  de  los 
tribunales  ordinarios.  El  más  alto  tribunal 
administrativo,  el  Consejo  de  Estado,  es  el  órgano 
Consultivo  Supremo  del  gobierno  y  ejerce  funciones 
judiciales  y  ejecutivas.  Como  es  difícil  a  veces 
determinar  si  un  caso  debe  ser  tramitado  ante  los 
tribunales  regulares  o  ante  los  administrativos, 
Colombia  ha  encontrado  la  necesidad  de  establecer  un 
tribunal  de  conflictos  para  resolver  todas  las  disputas 
jurisdiccionales.    ' 


2.    La  Contraloría  General  de  Chile 

Chile  tiene  una  agencia  judicial-administrativa 
única  llamada  "Contraloría  General".  Fue  creada 
originalmente  en  1927  para  servir  de  guardiana  del 
presupuesto  nacional,  la  Contraloría  ha  evolucionado 
para  convertirse  en  una  guardiana  presidencial,  que 
aprueba  todos  los  decretos  presidenciales  de  ejecución 
de  las  leyes  o  que  se  refieran  a  la  recaudación  o  uso  de 
fondos  públicos.  Sin  embargo,  los  decretos 
rechazados  pueden,  en  ciertos  casos,  ser  reemitidos 
mediante  un  proceso  llamado  "decreto  de 
insistencia",  firmado  por  todos  los  miembros  del 
gabinete. 
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III.  EL  SIGNIFICADO  DEL  CONTROL  JUDICIAL 
EN  LATINOAMÉRICA:  UN  EJERCICIO  DE 
DE  DIALÉCTICA. 

¿Es  el  Control  Judicial  en  Latinoamérica  una 
institución  que  existe  sólo  en  los  textos 
constitucionales  y  procesales,  o  es  una  importante 
paite  del  derecho  vivo?  ¿Qué  funciones  realiza  el 
control  judicial  en  América  Latina  y  cómo  se  realizan 
efectivamente  dichas  funciones?  ¿Previenen  los 
tribunales  latinoamericanos  los  actos 
inconstitucionales  en  asuntos  considerados 
"importantes"  para  el  ejecutivo? 

Las  respuestas  a  éstas  y  otras  preguntas 
relacionadas  son  fáciles  de  encontrar  sólo  en  países 
como  Haití  y  Paraguay  en  donde  sólo  algunos  pocos 
pretenden  que  existe  control  judicial.  Pero  para  la 
mayoría  de  países  latinoamericanos  las  respuestas  a 
tales  preguntas  son  variadas  y  complejas  como  se 
demuestra  en  el  siguiente  diálogo. 

Pregunta:  ¿Tiene  sentido  hablar  de  control 
judicial  en  América  Latina?  Esta  es  una  región  en 
donde  los  abogados,  con  razón,  dicen  sarcásticamente 
que  "las  Constituciones,  como  lasvírgenesmacen  para 
ser  violadas".  Control  judicial  efectivo  presupone  un 
poder  judicial  independiente,  institución 
notoriamente  ausente  de  latinoamérica.. 

Respuesta:  La  independencia  judicial  es  muy 
relativa,  no  se  puede  afirmar  simplemente  que  los 
tribunales  son  independientes  o  no.  Ni  aún  la  Corte 
Suprema  de  los  Estados  Unidos,  que  es  generalmente 
considerada  como  un  modelo  de  independencia 
judicial,  puede  ignorar  las  realidades  políticas  mucho 
tiempo  y  sobrevivir  intacta.  La  Corte  Suprema  de  los 
Estados  Unidos  ha  tenido  que  dar  marcha  atrás  en 
confrontaciones  con  las  autoridades  políticas  muchas 
veces 

Pregunta:  ¿Por  ejemplo? 

Respuesta:  Ex-parte  McCardle  y  Koremalsu  v. 
Estados  Unidos  son  2  casos  que  se  vienen  rápido  a  la 
mente.  Y  ustedes  recuerdan  el  famoso  "court-packing 
plan"  que  produjo  el  notorio  "cambio  a  tiempo  que 
salvó  nueve'" 
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Pregunta:  Pero  seguramente  ningún  puuei 
iu d  ¡cial  en  Latinoamérica  goza  de  la  clase  1p 
independencia  política  de  que  goza  el  poder  judicial 
de  los  Estados  Unidos.  ¿Pueden  ustedes  imaginar  .11 
tribunal  latinoamericano  atreviéndose  a  resolver  casos 
como  los  "Papeles  del  Pentágono"  o  el  "Embargo  del 
Acero"  contra  el  gobierno? 

Respuesta:  Yo  puedo  imaginar  a  un  tribunal 
argentino  o  brasileño  haciéndolo.  Los  tribunales  de 
estos  países  generalmente  han  desplegado 
considerable  independencia.  Aun  durante  los 
regímenes  militares  "de  facto",  los  altos  tribunales 
argentino  y  brasileño  no  han  dudado  en  declarar 
inconstitucionales  ciertas  medidas  importantes  para 
los  gobiernos  militares  entonces  en  el  poder.  El 
ejercicio  del  poder  de  control  judicial  después  de  un 
golpe  de  estado  militar  me  impresiona,  pues  se 
necesita  mayor  valor  e  independencia  que  la 
desplegada  por  la  Corte  Suprema  de  los  Estados 
Unidos  en  los  casos  de  los  papeles  del  Pentágono  y  del 
embargo  del  acero. 

Pregunta:  Pero  mire  lo  que  les  pasó  a  las  Cortes 
Brasileña  y  Argentina!.  Desde  1945  la  Corte  Suprema 
Argentina  ha  sido  residenciada  en  masa  una  vez, 
sumariamente  destituida  dosvecesy  ha  renunciado  en 
masa  una  vez.  El  Supremo  Tribunal  Federal  brasileño 
ha  sido  usado  como  un  acordeón.  Los  militares 
arbitrariamente  aumentan  el  tamaño  del  tribunal  en 
1965  y  lo  disminuyen  en  1968.  Más  aún  todo  lo 
relacionado  con  seguridad  nacional  ha  sido  sustraído 
del  control  judicial  por  los  militares. 

Respuesta:  Las  apariencias  pueden  engañar  en  los 
cambios  del  personal  de  la  Corte.  La  Corte  Suprema 
Peruana  fue  totalmente  reemplazada  por  el  régimen 
militar  en  1968,  sin  embargo,  la  Corte  Suprema 
reconstituida  parece  ser  más  indepdndiente  y  capaz 
que  la  anterior.  No  hay  duda  de  que  en  1957  el 
despido  de  los  aduladores  funcionarios  del  régimen 
peronista  mejoró  sustancialmente  la  independencia  v 
la  calidad  de  la  Corte  Suprema  Argentina. 

Pregunta:  Sin  embargo,  usted  no  negará  que  la 
independencia  de  las  Cortes  brasileña  y  argentina  ha 
sido  drásticamente  reducida  por  cambios 
extraconstitucionalesen  el  gobierno. 

23 


Respuesta:  ]\|o  hay  clara  evidencia  de  ello. 
Después  de  todo,  el  recurso  de  Amparo  argentino  fue 
proyectado  por  miembros  de  la  Corte  Suprema 
argentina  nombrada'  por  el  régimen  militar  que 
derrocó  a  Perón  en  1955.  La  creación  del  amparo  fue 
en  gran  parte  una  respuesta  a  los  abusos  del  gobierno 
constitucionalmente  electo  (de  Perón).  En  1967  una 
Corte  Suprema  nombrada  por  un  gobierno  militar  de 
facto  valientemente  resistió  un  intento  de  ese  régimen 
de  mutilar  su  jurisdicción  en  materia  de  amparo.  La 
Corte  demostró  mayor  evidencia  de  su  independencia 
al  año  siguiente,  invalidando  la  Ley  17,642  que 
imponía  ciertas  obligaciones  a  la  Corte  en  conexión 
con  los  tribunales  de  residencia  para  el  poder  judicial 
provincial.  Actuando  "sua  sponte",  la  Corte 
unánimemente  emitió  un  acuerdo  estableciendo  que 
no  cumpliría  la  ley  porque  en  ella  el  gobierno  militar 
se  excedía  en  sus  poderes  y  era  "incompatible  con  el 
principio  de  gobierno  federal  establecido  en  la 
Constitución  Nacional  y  reconocido  por  el  Estatuto 
de  la  Revolución...".  Rápidamente,  de  ahí  en 
adelante,  la  Corte  confrontó  directamente  al 
Ejecutivo  declarando  inconstitucional  un  decreto 
ejecutivo  que  cerraba  un  periódico.  Así  pues,  se 
puede  pensar  que  la  Corte  Suprema  argentina  ha  sido 
más  independiente  bajo  los  gobiernos  de  facto  que 
bajo  los  gobiernos  de  iureen  las  pasadas  décadas. 

El  gobiernomilitarque  tomó  el  poder  en  1964  en 
Brasil  no  hizo  originalmente  intento  alguno  de 
interferir  con  la  independencia  judicial.  Sólo  después 
de  que  el  Supremo  Tribunal  Federal  había  liberado,  a 
través  del  Habeas  Corpus,  a  un  número  de  "enemigos 
de  la  Revolución"  y  el  Presidente  del  Tribunal  había 
denunciado  públicamente  al  régimen  militar  se  tomó 
la  decisión  de  someter  al  tribunal.  Aún  entonces  el 
gobierno  no  pudo  someterlo  a  su  poder  y  antojo; 
entre  los  nuevos  miembros  estaba  Aliomar  Baleiro,  un 
distinguido  tratadista  en  materia  impositiva,  quien 
hace  dos  años  públicamente  criticó  al  gobierno  militar 
por  fallar  en  el  mantenimiento  de  la  regla  legal,  y 
Adaucto  Lucio  Cardosa,  que  había  renunciado  a  la 
presidencia  del  Congreso  en  1965  en  protesta  contra 
la  decisión  del  ejecutivo  de  hacer  cesar  en  el  ejercicio 
de  su  cargo  a  6  diputados. 
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Estos  intentos  de  someter  al  Supremo  Tribunal 
Federal  no  ha  comprometido  directamente  su 
independencia.  El  Tribunal  ha  invalidado  parte  de  la 
draconiana  ley  sobre  seguridad  militar  y  liberó  a 
numerosos  estudiantes  radicales  por  medio  del  Habeas 
Corpus  en  diciembre  de  1968;  "un  paso  que  molestó 
grandemente  a  muchos  militares".  Mucho  másdañino 
para  el  efectivo  control  judicial  fue  la  arbitraria 
resolución  militar  de  sustraer  de  la  jurisdicción  de  los 
tribunales  ordinarios  casos  relacionados  con  derechos 
políticos  y  crímenes  contra  la  seguridad  nacional.  El 
poder  judicial  no  tuvo  más  remedio  que  aceptarlo 
porque  esta  restricción  había  sido  impuesta  mediante 
"actos  institucionales",  el  equivalente  de  enmiendas 
constitucionales.  Pero  tan  pronto  como  se  produjo  un 
cambio  en  las  bases  constitucionales  y  sus  normas 
permitieron  la  reafirmación  de  la  jurisdicción,  el 
Tribunal  Supremo  Brasileño  desplegó  alguna  de  su 
tradicional  independencia. 

Pregunta:  ¿Han  respetado  los  gobiernos  de  facto 
las  decisiones  de  los  tribunales  con  las  que  no  están  de 
acuerdo? 

Respuesta:  En  Argentina  y  Brasil  las  decisiones 
de  los  altos  tribunales  han  sido  casi  invariablemente 
respetadas.  Sin  embargo,  las  decisiones  de  los 
tribunales  estatales  y  de  los  tribunales  menores  no 
siempre  han  recibido  el  mismo  trato. 

Pregunta:  ¿Por  qué  deberían  los  regímenes  de 
facto  sentirse  limitados  por  una  decisión  judicial  que 
declare  inconstitucionales  sus  actos? 

Respuesta:  La  legitimación  es  una  función  tan 
propia  del  control  judicial  como  la  invalidación  o 
quizás  aún  más.  La  legitimidad  ha  sido  escasa  en 
Latinoamérica  aún  desde  la  época  en  que  Napoleón 
decidió  colocar  a  su  hermano  José  en  el  trono 
español.  Una  revolución  o  golpe  exacerba  esta  crónica 
"crisis  de  legitimidad".  En  la  búsqueda  de 
institucionalizar  un  golpe  los  líderes  políticos 
incesantemente  buscan  apoyar  la  legitimidad  de  su 
régimen  a  través  de  una  declaración  judicial.  Pero  un 
tribunal  que  sólo  pueda  legitimar  podrá  conferir 
considerablemente  menos  legitimidad  que  un  tribunal 
que  también  tenga  el  poder  de  invalidar.  La  Suprema 
Corte  Argentina  ha  desarrollado  la  práctica  de  emitir 
acuerdos  legitimando  los  gobiernos  de  facto  a  cambio 
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de  la  promesa  de  los  líderes  del  "golpe"  de  mantener 
la  supremacía  de  la  Constitución. 

Pregunta:  Pero  la  propia  legitimidad  de  la  Corte 
debe  derivar  de  la  Constitución.  Si  un  régimen  ha 
llegado  al  poder  a  través  de  la  violación  de  la 
Constitución,  que  clase  de  legitimidad  puede  la  Corte 
conferir  a  tal  régimen? 

Respuesta:  Tal  vez  en  el  análisis  final,  una 
revolución  se  debe  de  legitimar  a  sí  misma.  Pero  la 
mayoría  de  los  golpes  latinoamericanos  no  hacen 
cambios  drásticos  en  los  tribunales  o  en  la 
Constitución.  Es  como  si  la  Constitución  contuviera 
una  amplia  cláusula  separada  -con  respecto  a  las 
normas  reguladoras  de  las  elecciones  y  de  las 
sucesiones  en  el  poder.  Por  cierto,  algunos  países 
latinoamericanos  contienen  en  sus  Constituciones  la 
forma  en  que  éstas  sobrevivirán  en  el  caso  de  una 
revolución. 

Pregunta:  No  será  una  forma  de  alentar  la 
inestabilidad  política  el  que  las  Cortes  .sancionen  y 
legitimen  a  los  gobiernos  que  han  llegado  al  poder  a 
través  de  medios  inconstitucionales? 

Respuesta:  Ustedes  recuerdan  lo  afirmado  por  el 
Juez  Learned  Hand:  "Una  sociedad  tan  desquebrajada 
en  que  el  espíritu  de  moderación  se  ha  ido  no  puede 
sei  salvada  por  ningún  tribunal;...  una  sociedad 
donde  florece  el  espíritu  no  necesita  ser  salvada  por 
ningún  tribunal...  Una  sociedad  que  evade  su 
responsabilidad  imponiéndose  a  los  tribunales  perderá 
su  espíritu". 

Pregunta:  Esa  afirmación  debería  analizarse  a  la 
luz  de  la  réplica  del  Profesor  Hart:  "Lo  que  se  asume 
es  que  existen  dos  clases  de  sociedades  -una  clase, 
por  acá,  en  donde  el  espíritu  de  moderación  florece,  y 
otra  clase,  por  aquí,  desquebrajada  por  la  discordia. 
Ninguna  de  ellas,  dice  el  juez  Hand,  puede  ser  muy 
ayudada  por  los  tribunales  Pero,  por  supuesto,  eso  no 
es  lo  que  son  las  sociedades. . .  Una  sociedad  es  algo 
en  proceso-  en  proceso  de  llegar  a  ser.  Siempre  existe 
dentro  de  ella,  como  en  la  nuestra,  semillas  de 
discordia.  Y  también  tiene  dentro  de  ella  las  fuerzas 
de  la  moderación  y  del  entendimiento  mutuo.  La 
pregunta  -relevante  pregunta,  es  si  los  tribunales 
realizan    una    contribución    significativa    en    el 
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impulso        sociedad  en  camino  de  la  moderación 
no  por  ellos  mismos;  por  supuesto,  los  tribunales  nu 
pueden  salvarnos  por  sí  solos;  sino  en  combinación 
con  otras  instituciones. 

Respuesta:  Los  tribunales  no  pueden  prevenir  un 
golpe  de  estado. "Un  antiguo  miembro  del  Supremo 
Tribunal  Federal  brasileño  manifestó  enfáticamente: 
"contra  una  exitosa  insurrección  armada,  sólo  una 
más  poderosa  contrainsurrección  será  válida,  y  esto 
no  podrá  ser  hecho  de  ninguna  manera  por  la 
Suprema  Corte  quien  no  sería  tan  ingenua  como  para 
oponerse  a  una  insurrección  a  través  de  una  inútil 
declaración  de  principios.  En  contra  del  fatalismo 
histórico  de  los  alzamientos  militares  el  Poder  judicial 
no  es  útil". 

Esta  es  la  verdad  del  asunto  y  no  puede  ser 
negada  por  aquellos  que  parecen  pensar  que  en  lugar 
de  un  arsenal  de  libros  de  Derecho,  la  Suprema  Corte 
tiene  un    arsenal  de  granadas  y  torpedos  disponihles. 

Al  condicionar  el  reconocimiento  judicial  de  un 
régimen  de  facto  a  la  promesa  de  respetar  las 
garantías  constitucionales,  el  Poder  Judicial  está 
haciendo  todo  lo  que  puede  para  preservar  el  orden 
jurídico  durante  el  caos  revolucionario.  No  se  ha 
establecido  nunca  la  relación  causal  entre  la 
frecuencia  de  los  golpes  en  la  Argentina  y  la  práctica 
de  la  Corte  Suprema  de  la  Nación  de  reconocer  a  los 
regímenes  de  facto. 

Pregunta:  No  está  metiéndose  en  problemas  una 
Corte  al  pretender  ser  una  institución  de"iure"  en  un 
régimen  de  "facto"?  No  se  me  ocurre  un  ejemplo 
más  claro  de  lo  que  debería  serun  problema  político 
y  no  judicial  que  lo  relativo  a  determinar  si  un 
movimiento  revolucionario  tiene  el  control  suficiente 
para  asegurar  la  paz  y  el  orden,  en  la  nación. 

Respuesta:  Una  Corte  tendría  mayores 
problemas  si  rehusara  tratar  al  gobierno 
revolucionario  como  al  gobierno  legitimado  de  la 
nación- 
Pregunta:  Han  desarrollado  las  Cortes 
latinoamericanas  una  "doctrina  política"  para  evitar 
conflictos  potencialmente  dañinos  con  otras  ramas 
del  gobierno? 

Respuesta:  Algunas  Cortes  latinoamericanas- han 
desarrollado    técnicas  altamente  desarrolladas  para 
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evitar  cierto  tipo  de  conflictos  políticos  peligrosos, 
por  ejemplo,  con  excepción  de  la  aceptación  de  la 
validez  de  los  regímenes  de  hecho,  la  doctrina  política 
argentina  asemeja  la  de  la  Soprema  Corte  de  los 
Estados  Unidos.  La  doctrina  política  brasileña  es  un 
poco  más  estrecha  que  la  de  los  Estados  Unidos, 
mientras  que  la  de  México  es  mucho  más  amplia. 

Además,  la  mayoría  de  las  Cortes  tratan  los 
problemas  surgidos  de  la  suspensión  de  las  garantías 
contitucionales  durante  los  estados  de  sitio  como 
problemas  políticos  fuera  del  control  judicial.  Los 
conflictos  también  se  reducen  por  la  falta  de  efectos 
erga  omnes  atribuidos  a  la  mayoría  de  las  resoluciones 
judiciales  de  inconstitucionalidad. 

Pregunta:  La  facilidad  con  que  pueden  ser 
suspendías  las  garantías  constitucionales  mediante  la 
invocación  del  estado  de  sitio  hacen  ilusorio  el 
Constitucionalismo  latinoamericano? 

Respuesta:  |\|o  hay  duda  de  que  el  estado  de  sitio 
es  muy  usado  y  abusado  en  muchos  países 
latinoamericanos,  pero  esto  no  es  cierto  de  ninguna 
manera  para  toda  Latinoamérica. 

Pregunta:  Existe  algún  dato  empírico  que  pueda 
usarse  en  apoyo  de  la  afirmación  de  que  el  Control 
Judicial  es  un  freno  efectivo  para  los  actos 
gubernamentales  inconstitucionales  en 
latinoamérica?' 

Respuesta:  Un  estudio  reciente  del  Amparo  en 
Costa  Rica  encontró  que  la  Corte  Suprema  declaró 
con  lugar  el  15.4  por  ciento  de  los  195  casos 
interpuestos  entre  1950  y  1962. 

El  examen  de  las  resoluciones  de  la  Corte 
Suprema  Colombiana  revela  que  invalidó  total  o 
parcialmente  la  ley  impugnada  en  100  de  cada  225 
acciones  populares.  Y  un  estudio  reciente  sobre  el 
Amparo  mexicano  realizado  por  González  Casanova 
encontró  que  en  los  casos  en  que  el  presidente  había 
sido  demandado,  los  tribunales  otorgaron  la 
protección  requerida  en  un  poco  más  de  1200  (34%) 
de  los  3700  casos. 

Pregunta:  Pero,  nos  dicen  algo  significativo  estas 
estadísticas?  Cuan  importantes  eran  las  leyes  o  actos 
de  gobierno  impugnados?  Cuántos  de  los  casos  se 
referían  a  la  misma  ley  o  acto?  Cuántas  de  las 
impugnaciones  a  leyes  importantes  fueron 
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engavetadas?  Cuántas  leyes  manifiestamente 
inconstitucionales  se  mantuvieron?  Cuántas  leyes 
fueron  reescritas  a  través  de  la  interpretación  judicial 
para  evitar  dificultades? 

Respuesta:  Estas  preguntas  son  imposibles  de 
contestar  sin  datos  más  específicos.  Ciertamente,  e¡ 
porcentaje  de  casos  resueltos  contra  el  gobierno 
solamente,  falla  al  tratar  de  expresar  el  control 
judicial  y  en  ciertas  instancias  puede  ser  equivocado. 
Por  ejemplo,  los  presidentes  mexicanos  son  incluidos 
automáticamente  como  partes  en  todos  los  procesos 
constitucionales  de  amparo. 

Que  el  presidente  sea  considerado  como  parte  es 
una  simple  formalidad  y  no  es  un  indicativo  de  que  el 
amparo  contenga  un  asunto  importante  para  el 
gobierno. 

Un  análisis  más  completo  de  los  datos  mexicanos 
aparece  en  un  artículo  de  Cari  Schwarz;  "Los  Jueces 
bajo  la  Sombra:  Independencia  judicial  en  los  Estados 
Unidos  y  México".  Después  de  hacer  notar  que  la 
Corte  Suprema  Mexicana  ha  estado  concediendo  el 
amparo  en  casi  la  mitad  de  los  casos  penales,  Schwarz 
astutamente  observa  que  la  independencia  de  la  Corte 
en  asuntos  criminales  es  una  mezcla.  La  Cámara 
Penal,  más  que  la  administrativa  parece  alejarse  de  sus 
"virtudes  pasivas"  cuando  se  enfrenta  con  asuntos 
sensitivamente  políticos.  Así,  cuando  se  enfrenta  con 
impugnaciones  a  la  Constitucional  ¡dad  de  la 
controversial  ley  de  "disolución  social"  o  el  arresto  de 
cientos  de  estudiantes  sin  ejuiciarlos,  después  de  los 
disturbios  civiles  en  1968,  la  Corte  Suprema  Mexicana 
y  los  tribunales  menores  denegaron  los  recursos  de 
amparo. 

Por  otro  lado,  en  los  procedimientos  criminales 
ordinarios  en  México  existe  gran  evidencia  de  que  los 
procesos  de  amparo  conceden  un  medio  vitalmente 
importante  para  corregir  errores  y  abusos.  Y  en 
algunos  aspectos,  como  las  impugnaciones  de  los 
pequeños  agricultores  a  las  acciones  confiscatoriasde 
las  comisiones  de  Reforma  Agraria,  impuestos, 
derechos  de  los  extranjeros,  los  tribunales  ñnex ¡canos 
han  alentado  ampliamente  impugnaciones  contra  las 
arbitrariedades  gubernamentales. 

Pregunta:     No    es    el    control    mexicano    muy 
diferente   del   de  Estados  Unidos,   o   aún  del   de 
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Argentina  o  Brasil? 

Respuesta:  Es  bastante  distinto;  raramente,  si  es 
que  alguna  vez,  han  usado  los  tribunales  federales 
mexicanos  su  jurisdicción  de  amparo  para  establecer 
limitaciones  importantes  al  poder  gubernamental  tal 
como  lo  han  hecho  los  tribunales  norteamericanos 
respecto  al  debido  proceso,  protección  igualitaria  o  la 
cláusula  comercial.  Casi  todos  los  casos  de 
jurisprudencia  de  la  Corte  Suprema  Mexicana  se 
refieren  a  unos  pocos  aspectos  técnicos  de 
interpretación  Constitucional  y  legal. 

Las  realidades  políticas  y  una  tradición  judicial 
más  pasiva  han  impedido  un  rol  creativo  a  los  jueces 
mexicanos. 

Pregunta:  La  reputación  del  poder  judicial 
mexicano  en  materia  de  corrupción  es  notorio  ¿Cómo 
puede  tener  uno  confianza  de  que  los  casos  que 
aparentan  ser  ejemplos  de  independencia  judicial  no 
son  simplemente  el  resultado  de  la  corrupción 
judicial? 

Respuesta:  No  es  posible,  excepto,  tal  vez  a  nivel 
de  la  Corte  Suprema.  Por  supuesto,  el  problema  de 
corrupción  no  está  de  ninguna  manera  limitado  a 
México  o  aun  a.llatinoamérica. 

Investigaciones  recientes  del  Poder  judicial  en 
algunas  partes  de  los  Estados  Unidos  han  descubierto 
problemas  similares.  Sin  embargo,  el  problema  parece 
ser  más  manifiesto  en  latinoamérica.  Por  ejemplo,  el 
sistema  judicial  en  Colombia  casi  se  derrumba 
completamente  durante  los  principios  de  los  años 
1960  por  la  corrupción  y  la  ineficiencia.  Se 
formularon  formalmente  cargos  contra  14  de  los  20 
miembros  de  la  Corte  Suprema  por  irresponsabilidad 
en  sus  funciones  judiciales  Uno  simplemente  tiene 
que  mirar  de  cerca  los  casos  individuales. 

Pregunta:  Pero  aún  si  uno  mira  los  casos 
específicos  que  envuelven  asuntos  obviamente 
importantes  al  gobierno,  es  difícil  llegar  a  cualquier 
conclusión  general  sobre  la  independencia  judicial  y  la 
efectividad  del  control  judicial.  Por  ejemplo, 
tomemos  un  reciente  caso  célebre  en  Brasil 
relacionado  con  la  censura  a  la  prensa.  En  1971  una 
acción  iniciada  por  el  MDB,  el  partido  político  de 
oposición  brasileño,  para  obligar  al  Procurador 
General  a  interponer  una  acción  de  "representación" 
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para  impugnar  la  constitucional  ¡dad  de  un  decreto-lev 
de  1970  imponiendo  censura  previa  a  libros  y 
periódicos.  El  Supremo  Tribunal  Federal  denegó  la 
solicitud,  lo  que  rovocó  la  dramática  renuncia  de 
Audacto  Cardosa,  uno  de  los  Ministros  nombrados 
por  el  ejército  en  1965. 

Aparentemente  este  caso  parecería  indicar  que  el 
Alto  Tribunal  brasileño  ha  sido  tan  acobardado  por 
los  militares  que  el  control  judicial  ha  llegado  a  ser 
inefectivo.  Pero  tal  interpretación  es  demasiado 
simple,  surge  el  problema  de  determinar  si  el 
Procurador  General  tiene  que  iniciar  una  acción  de 
representación  cada  vez  que  se  le  solicita. 
Apropiadamente  el  Tribunal  sostuvo  que  la 
representación  estaba  confiada  a  la  discreción  del 
Procurador  General.  Esto  estaba  concorde  con 
anteriores  resoluciones  del  tribunal.  Y  una  opinión 
contraria  habría  privado  al  tribunal  de  su  posición 
pasivaparaevitarchoques constitucionales.,  Tampoco 
cerró  el  tribunal  la  posibilidad  deun  eventual  control 
judicial  del  decreto-ley,  esto  fue  simplemente  dejado 
a  los  procedimientos  ordinarios  o  al  Mandamiento  de 
Seguridad. 

Pregunta:  Hay,  entonces  algunas  conclusiones 
definitivas  a  las  que  podamos  llegar  acerca  del  control 
judicial  en  latinoamérica?' 

Respuesta:  Talvez  puedan  ser  ofrecidas  sólo 
algunas  conclusiones.  El  control  judicial  funciona 
claramente  como  un  freno  importante  contra  las 
acciones  gubernamentales  inconstitucionales  en  un 
número  de  países  latinoamericanos  aunque  en  otros 
io  funciona.  Probablemente  no  es  por  accidente  que 
el  control  judicial  ha  sido  mucho  más  importante  en 
los  sistemas  federales  de  Argentina,  Brasil  y  México, 
porque  las  acciones  inconstitucionales,  no 
controladas,  de  un  gobierno  estatal  o  regional  es  un 
serio  riesgo  para  a  Constitución  de  u n  sistema  federal. 
Un  muy  importante  papel  del  control  judicial  es  el 
¡asegurar  que  los  gobiernos  estatales;  o  provinciales  se 
conformen  a  la  Constitución  Federal. 

El  Control  judicial  es  una  institución  frágil  y 
sensitiva.  La  experiencia  latinoamericana  muestra  la 
delicadeza  con  que  debe  ser  ejercitada  y  la  posibilidad 
de  desastrosos  conflictos  que  su  ejercicio  entraña.  La 
experiencia  de  Argentina  y  Brasil  en  particular  sugiere 
que  jueces  valientes  pueden  contribuí! 
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su  bstancialmente  para  llamar  la  atención  a  los 
gobiernos  de  dudosa  legitimidad  hacia  un  mayor 
empeño  en  el  sometimiento  a  los  lineamientos  de  los 
valores  constitucionales,  pero  que  están  condenados 
al  fracaso  si  no  existe  un  claro  empeño  de  la  sociedad 
en  defender  la  Constitución  que  los  tribunales  están 
buscando  preservar. 

COMENTARIO  DE  LA  TRADUCTORA 


La  Constitución  de  la  República  de  Guatemala  de 
1965,  fue  derogada  tras  el  Golpe  de  Estado  del  23  de 
marzo  de  1982.  Asimismo,  se  derogaron  los  artículos 
de  la  Ley  Constitucional  de  Amparo,  Habeas  Corpus 
y  Constitucional  ¡dad  que  se  referían  a  los  dos  tipos  de 
Recursos  constitucionales  existentes  en  el  país  hasta 
esa  fecha,  quedando  vigentes  solamente  el  de  Amparo 
y  el  de  Habeas  Corpus. 

El  autor,  Keith  Rosen,  realiza  una  brillante 
exposición  de  lo  que  son  los  medios  de  Control 
Constitucional  en  llatinoamérica;;  al  referirse  a 
Guatemala,  la  ubica  dentro  de  los  Estados  que  han 
adoptado  un  sistema  de  "control  principal"  y 
manifiesta  que  se  trata  del  único  país  latinoamericano 
que  cuenta  con  un  órgano  especial  encargado  de 
realizar  el  Control  de  la  Constitucionalidad  de  las 
leyes.  Sin  embargo,  Guatemala  realmente  contaba  con 
un  sistema  mixto,  ya  que  además  del  "control 
principal"  mencionado  por  Rosen,  y  que  era  ejercido 
por  un  Tribunal  Colegiado  constituido  especialmente 
para  el  efecto,  -Corte  de  Constitucionalidad-  para 
resolver  en  la  vía  directa  o  principal  y  fuera  de  toda 
controversia  judicial,  si  una  ley  o  disposición 
yuhernativa  de  carácter  general  contenía  vicio  parcial 
o  total  de  inconstitucional idad.  Tenían  legitimación 
activa  el  Consejo  de  Estado,  el  Colegio  de  Abogados, 
el  Ministerio  Público  y  el  afectado,  siempre  y  cuando 
éste  compareciera  auxiliado  por  10  abogados.  Tenía 
como  característica  importante  la  posibilidad  del 
Tribunal  de  decretar  la  suspensión  de  la  ley  o 
disposición  gubernativa  en  los  casos  de  notoria 
inconstitucional  ¡dad  o  de  susceptibilidad  de  causar 
gravámenes  irreparables. 

La  sentencia  producía  efectos  "erga  omnes"  a 
partir  del  día  siguiente  a  su  publicación  en  el  Diario 
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Oficial,  salvo  que  se  hubiere  decretado  la  suspensión 
caso  en  el  cual  los  efectos  se  retrotraían  a  la  fecha  de 
la  misma. 

Pero  además  contaba  con  el  sistema  que  Rosen 
califica  como  "incidental"  -aunque  el  autor  no 
incluye  a  Guatemala  dentro  de  los  países  que  lo 
tienen-  ya  que,  por  mandato  legal,  los  tribunales 
están  obligados  a  aplicar  siempre  la  norma 
constitucional  cuando  surja  conflicto  entre  ella  y  la 
ley  ordinaria  y  de  no  hacerlo,  las  normas  contenidas 
en  la  Constitución  derogada  y  en  los  artículos 
correspondientes  de  la  Ley  de  Amparo -actualmente 
derogados,  pero  vigentes  a  la  fecha  del  estudio 
realizado  por  Rosen-  facultaban  a  la  parte  afectada  a 
plantear  la  inconstitucional  ¡dad  a  través  de  lo  que  se 
denominaba  "recurso  de  inconstitucionalidad  en 
casos  concretos",  que  era  un  medio  de  control 
realizado  por  los  tribunales  regulares,  interponiéndose 
el  recurso  ante  el  propio  tribunal  que  conocía  del 
proceso  y  que  durante  el  trámite  del  mismo  hubiere 
aplicado  una  norma  legal  que  violase  los  derechos 
constitucionales  del  interesado.  Es  por  ello  que  se  le 
llama  "control  incidental'',  ya  que  la 
inconstitucionalidad  es  algo  que  surge  como  un 
incidente  dentro  del  trámite  del  proceso  el  cual  no  se 
inició  originalmente  para  conocer  determinado  vicio 
de  inconstitucionalidad,  sino  para  resolver  cualquier 
otra  controversia  (civil,  penal,  laboral,  administrativa, 
etc.).  Los  efectos  que  se  producían  al  ser  declarado 
procedente  eran  concretos,  es  decir,  aplicables 
solamente  al  caso  en  que  se  planteó.  Podía  plantearse 
como  acción  o  como  excepción,  en  cualquier 
instancia  del  Proceso  o  en  Casación. 

El  autor  del  artículo  hace  un  interesante  estudio 
comparativo  de  los  medios  de  control  constitucional 
más  importantes  de  latinoamérica  y  creo  interesante 
hacer  una  comparación  entre  ellos  y  los  que  contiene 
nuestra  legislación. 

EL  AMPARO: 

Rosen  analiza  el  amparo  mexicano  y  el  argentino. 

Mientras    que    el    Amparo    Mexicano    puede 

utilizarse    como    recurso   de   Habeas  Corpus   (para 

proteger  la  libertad  corporal),  como  medio  para  que 

se  determine  la   inconstitucionalidad  de  una  ley  n 
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L.umu  medio  para  apelar  directamente  ante  la  Corte 
Suprema  de  Justicia  las  sentencias  dictadas  por  las 
Cortes  Menores  En  Guatemala,  por  el  contrario, 
existe  un  recurso  de  Habeas  Corpus,  distinto  en  su 
fondo  y  en  su  forma  al  de  Amparo,  cuya  finalidad 
exclusiva  es  proteger  la  libertad  corporal;  (contra  las 
detenciones  ilegales,  las  amenazas  de  pérdida  de  la 
libertad  o  bien  contra  las  torturas  o  vejámenes  aunque 
la  prisión  sea  basada  en  ley).  Por  otro  lado,  en 
Guatemala  no  puede  en  ningúncaso  usarse  el  Recurso 
de  Amparo  como  una  Apelación,  ya  que  no  procede 
en  materia  judicial  para  las  partes  que  intervinieron  en 
el  proceso,  salvo  notoria  ilegalidad  o  abuso  de  poder, 
n  cuando  la  Corte  Suprema  de  Justicia  viole  el 
procedimiento,  no  haya  otro  recurso  pendiente  y  no 
se  haya  dictado  sentencia.  Sin  embargo,  aun  en  estos 
casos  excepcionales  de  procedencia  en  materia 
judicial,  el  tribunal  de  amparo  no  actúa  como  tribunal 
de  Apelación  ya  que  no  resuelve  sobre  el  fondo  del 
asunto,  sino  exclusivamente  se  limita  a  declarar  si 
existe  el  vicio,  en  cuyo  caso  anulará  la  resolución  para 
que  el  tribunal  que  la  dictó  se  ajuste  a  derecho. 

El  Recurso  de  Amparo  en  Guatemala  se  utiliza 
ampliamente  y  la  interpretación  que  haga  la  Corte 
Suprema  siempre  será  extensiva  en  cuanto  a  los  casos 
de  procedencia.  Podemos  resumir  los  casos  de 
procedencia  en  3  grandes  grupos: 

1 )  Para  que  se  le  mantenga  o  restituya  en  el  goce  de 
sus  derechos  constitucionales  o  legales. 

2)  Para  que  se  fije  término  para  resolver  a  la 
autoridad  administrativa. 

3)  Para  que  se  declare  que  la  ley,  reglamento  o  acto 
de  autoridad  no  obligan  al  recurrente  por  violarle 
sus  derechos  constitucionales  o  legales. 

La  Ley  de  Amparo  guatemalteco  contempla,  al 
igual  que  la  legislación  mexicana,  el  amparo  contra 
leyes  (Amparo  Constitucional)  y  el  amparo  de  la 
legalidad;  buscándose  en  este  último  una  correcta 
interpretación  o  aplicación  de  la  ley  y  en  el  primero 
un  ataque  directo  contra  la  ley  por  considerarse 
inconstitucional- 

En  ambas  legislaciones  existe  el  Amparo 
provisional,  que  en  Guatemala  puede  decretarse  de 
o  a  solicitud  de  parte,  en  cualquier  estado  del 
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procedimiento 

Se  diferencia  del  Amparo  mexicano  y  coincide 
con  el  argentino  en  cuanto  al  sujeto  pasivo  del 
Recurso,  el  cual  siempre  será  en  México  una  entidad 
estatal,  en  Guatemala  y  Argentina  puede  ser  un  ente 
no  estatal,  por  ejemplo  los  partidos  políticos,  los 
colegios  profesionales,  etc. 

Otra  diferencia  existe  en  cuanto  a  la 
interposición  carente  de  mayores  formalidades  en 
México  y  absurdamente  formalista  en  Guatemala, 
incongruentemente  con  su  carácter  cautelar. 

En  cuanto  a  la  diferencia  que  existía  en 
Guatemala  entre  el  Amparo  Constitucional  (contra 
leyes)  y  el  "Recurso  de  Inconstitucionalidad  en  casos 
concretos"  estribaba  en  que  para  iniciar  este  último 
era  necesario  que  existiera  un  proceso  en  cuya 
tramitación  se  violara  la  ley,  mientras  que  el  Amparo 
Constitucional  implica  la  no  existencia  de  proceso.  Se 
utiliza  fuera  de  todacontienda  judicial. 

LA  ACCIÓN  POPULAR 

La  Acción  Popular,  existente  en  Colombia,  El 
Salvador,  Panamá  y  Venezuela,  es  el  medio  que 
permite  a  cualquier  ciudadano  solicitar  el  control  de 
la  constitucionalidad;  no  existe  en  Guatemala,  yaque 
si  bien  es  cierto  que,  el  recurso  de 
inconstitucionalidad  (por  vía  principal)  podía  ser 
interpuesto  por  las  personas  particulares,  éstas  debían 
estar  afectadas  directamente  por  la  ley  impugnada, 
mientras  que  la  esencia  de  la  acción  popular,  por  el 
contrario,  es  el  derecho  de  cualquier  ciudadano  de 
demandar  la  no  aplicación  de  una  ley  que  viole  la 
Constitución. 


LA  REPRESENTACIÓN 

La  Representación  Brasileña  es  el  medio  de 
control  por  el  que  el  Procurador  General  puede 
solicitar  al  Supremo  Tribunal  Federal  la  anulación  de 
una  ley  inconstitucional;  tampoco  existe  en 
Guatemala.  Aunque  podía  tener  cierto  parecido  con 
el  Recurso  de  Inconstitucionalidad  en  la  vía  principal 
cuando  era  interpuesto  por  el  Ministerio  Público,  se 
diferenciaba,  sin  embargo,  de  la  institución  brasileña 
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en  que  ésta  se  inicia  ante  el  máximo  Tribunal  del 
país,  mientras  que  el  recurso  guatemalteco  se 
interponía  ante  el  tribunal  especial  llamado  Corte  de 
Constitucionalidad  y  no  ante  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 

El  Control  Judicial  anticipado  que  analiza  Rosen 
y  que  es  empleado  en  algunos  países  latinoamericanos 
no  existe  en  Guatemala. 

TRIBUNALES  ADMINISTRATIVOS 

Respecto  a  los  tribunales  administrativos 
mencionados  en  el  artículo  como  pertenecientes  a  las 
jurisdicciones  especiales  encargadas  de  controlar  la 
acción  ilegal  o  arbitraria  del  gobierno,  el  autor 
examina  los  tribunales  de  lo  Contencioso 
administrativo  en  Colombia  y  Uruguay,  los  cuales 
tienen  características  muy  distintas  a  nuestro  tribunal 
de  lo  Contencioso-Administrativo,  ya  que  en 
Guatemala  este  tribunal  pertenece  al  Organismo 
Judicial  mientras  que  en  los  países  estudiados  por 
Rosen  pertenecen  a  la  propia  administración  pública 
por  lo  que  no  puede  incluirse  dentro  de  las 
jurisdicciones  especiales  mencionadas  por  el  autor. 
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